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SEGUNDO INFORME DE LAS COMISIONES DE HACIENDA Y DE MINERÍA, UNIDAS, recaído en el proyecto de ley sobre creación del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo.
Honorable Senado:


Vuestras Comisiones de Hacienda y de Minería, unidas, tienen el honor de informaros acerca de las indicaciones presentadas al proyecto de ley –en segundo trámite constitucional- individualizado en el rubro 

A la sesión en que se debatió esta materia concurrieron, además de los miembros de vuestras Comisiones, los Honorables Senadores señores Cantuarias, Lavandero, Mc Intyre y Pérez.

Asimismo, asistieron, especialmente invitados, el señor Subsecretario de Minería, don Iván Valenzuela; el señor Director de Presupuesto, don José Pablo Arellano; el señor Gerente Comercial de la Empresa Nacional del Petróleo, don Francisco O'Ryan, y el Jefe del Departamento de Análisis Comercial de este organismo, don Pablo Verschae.

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 106 del Reglamento, se debe dejar constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones:

Los artículos 1º, 5º y 2º transitorio.


II.- Indicaciones aprobadas:

Las números 1, 3, 4 y 6.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones:

Las números 2, 5, 7, 8, 12, 15 y 16.


IV.- Indicaciones rechazadas:

Las números 9, 10, 11, 13 y 14.


Vuestras Comisiones debatieron largamente la materia sometida a su consideración. A continuación comentaremos brevemente dicho debate, en el orden del articulado del proyecto.


Artículo 1º


Este artículo –que se refiere a la creación del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo- fue objeto de una indicación de la Honorable Senadora señora Feliú (Nº 1.-), tendiente a establecer que los precios que se fijen a los derivados del petróleo serán de referencia y no constituirán precios mínimos ni máximos de venta.

Tal indicación, por un error de transcripción, se formuló al artículo 1º, aunque en realidad corresponde a la materia tratada en el artículo 2º.

Tomando en cuenta esta circunstancia, la unanimidad de vuestras Comisiones acordó tratarla como indicación al referido artículo 2º.


En consecuencia, este artículo no fue objeto de modificación alguna. 

Artículo 2º


Este artículo se refiere a los precios de referencia de los combustibles.


El Honorable Senador señor Piñera formuló una indicación (Nº 2.-) para agregar dos incisos, a continuación del primero, relativos a la forma de determinar los precios de referencia intermedio, superior e inferior, y a la constancia de los criterios utilizados para fijarlos, respectivamente.

Luego de un extenso debate, vuestras Comisiones aprobaron, por unanimidad, la indicación con ligeras enmiendas y con una modificación propuesta por el Ejecutivo, relativa a que se podrán definir precios de referencia intermedio, discrepantes de los precios esperados de largo plazo, sólo en situaciones de grandes fluctuaciones de precios internacionales o cuando se necesite evitar un incremento o disminución excesivo de los recursos del Fondo.

El Honorable Senador señor Piñera pidió dejar expresa constancia –para la historia de la ley- que la comunicación que debe enviarse al Congreso Nacional deberá ser remitida de manera oportuna. 


Por su parte, la Honorable Senadora señora Feliú expresó sus dudas sobre la constitucionalidad de la norma del artículo 2º, toda vez que implicaría un impuesto, cuya tasa y procedencia no se especifican.

NOTA


Luego de levantada la sesión de vuestras Comisiones, y cuando ya se habían retirado sus miembros, el Honorable Senador señor Piñera hizo presente a la Secretaría que, en la redacción de la indicación cuya aprobación acaba de relatarse, se había incurrido en error. 

En efecto, el texto aprobado de la frase final del primer inciso que se acordó agregar, establece textualmente: "Los precios de referencia superior o inferior, no podrán diferir en más de un quince por ciento del precio de referencia intermedio correspondiente.".

Sostuvo Su Señoría que esto constituye error, pues dichos precios de referencia no podrán diferir en menos de un quince por ciento del precio de referencia intermedio correspondiente.

Como reglamentariamente ya no podía tomarse en consideración por vuestras Comisiones esta observación, la Secretaría deja constancia de ella, a pedido del Honorable Senador señor Piñera.

A continuación, también en forma unánime, se aprobó la indicación de la Honorable Senadora señora Feliú (Nº 1.-), relativa a que los precios o valores que se fijen a los derivados del petróleo no se considerarán precios mínimos o máximos de venta.

La Honorable señora Senadora expresó que su indicación tiene por objeto dejar claramente establecido que la determinación de precios de referencia intermedio, superior e inferior, no significa –en modo alguno- una facultad para establecer precios mínimos ni máximos de venta. Agregó Su Señoría que las normas del proyecto –a este respecto- no alteran en nada el sistema jurídico vigente; es decir, que los combustibles son artículos que no están sometidos a un sistema de precios oficiales de venta.

Artículo 3º


Este artículo, relativo a los aportes del Fisco, el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo fue objeto de dos indicaciones del Honorable Senador Piñera:


a) La primera (Nº 3.-) propone que el Fondo reciba aportes del Fisco cuando el precio de paridad de un producto sea menor que el precio de referencia inferior. El proyecto en comento propone que tal aporte se realice cuando el precio de paridad de un producto sea menor que el precio de referencia intermedio.

Esta indicación fue aprobado, unánimemente, por vuestras Comisiones.

b) La seguna (Nº 4.-), propone sustituir el inciso segundo de este artículo por otro, en el cual se establece un porcentaje único de 60% aplicable para calcular el monto de los aportes.

En términos generales, el proyecto propone que el monto de dichos aportes –por cada producto y por cada período de vigencia de los precios de paridad y referencia- sea igual a la suma de los metros cúbicos vendidos en Chile, multiplicado por:


1.- el 40% de la diferencia entre el precio de referencia intermedio y el de paridad, cuando este último se encuentre entre los precios de referencia intermedio e inferior, y

2.- el 40% de la diferencia entre los precios de referencia intermedio e inferior, más el 70% de la diferencia entre el inferior y el de paridad, cuando este último fuese menor que el de referencia inferior. 


Estos dos porcentajes, indicados en los números 1.- y 2.- precedentes, son sustituidos en la indicación del Honorable Senador señor Piñera por uno único, como se ha dicho, de manera tal que el monto de los aportes sea igual –con otros presupuestos que no varían en el proyecto y en la indicación, relativos a la exclusión de las cantidades afectas a los mecanismos específicos que se establezcan conforme al artículo 7º -a la suma de metros cúbicos vendidos en el país "multiplicada por el 60% de la diferencia entre el precio de referencia inferior y el de paridad.". 

Vuestras Comisiones, por unanimidad, aprobaron la indicación.


Artículo 4º

Este artículo, relativo a retiros de recursos del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo por el Fisco, fue objeto de una indicación del Honorable Senador señor Mc Intyre (Nº 5) tendiente a sustituir la palabra "productores" por "refinadores".


La norma establece que el Fisco podrá retirar recursos del Fondo cuando el precio de paridad de un producto sea mayor que su precio de referencia superior. Agrega que tales retiros serán equivalentes a la diferencia entre ambos precios, multiplicada por la suma de metros cúbicos vendidos en el país por los productores nacionales, más la internación efectuada por los importadores, durante la vigencia de los aludidos precios, con las mismas exclusiones señaladas a propósito del artículo 3º.

Vuestras Comisiones, luego de escuchar la opinión del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, quién explicó que la importación de petróleo la hace la Enap, pero la refinación se efectúa por sus refinerías, que son sociedades anónimas, acordó, por unanimidad, no reemplazar la palabra "productores" por "refinadores", sino que contemplar ambas actividades, agregando, en consecuencia, la expresión "o refinadores".

Artículo 6º

Este artículo, que se refiere al establecimiento de impuestos o créditos fiscales, según corresponda, establece que:


a) Si el precio de paridad se encontrare entre el de referencia intermedio y el inferior, se aplicará un impuesto de 40% de la diferencia entre el precio de referencia intermedio y el de paridad;


b) Si el precio de paridad es menor que el de referencia inferior, el producto se gravará con un impuesto de 40% de la diferencia entre los precios de referencia intermedio e inferior, más el 70% de la diferencia entre el precio de referencia inferior y el de paridad, y 

c) Si el precio de paridad excede al de referencia superior, operará un crédito fiscal igual a la diferencia entre ambos precios.


El Honorable Senador señor Piñera formuló una indicación (Nº 6.-) tendiente a reemplazar esta escala de tres ramos, por otra, de dos, que establece que:


a) Si el precio de paridad es menor que el de referencia inferior, el producto se gravará con un impuesto del 60% de la diferencia entre ambos, y 


b) Si el precio de paridad excede al de referencia superior, operará un crédito fiscal igual a la diferencia entre ambos precios.

Vuestras Comisiones aprobaron, unánimemente, la indicación recién reseñada.


A continuación, se estudió una indicación del Honorable Senador señor Mc Intyre (Nº 7.-) que propone reemplazar, en el inciso segundo, la palabra "productor" por "refinador".


Por las mismas razones señaladas al tratar la indicación Nº 5.- al artículo 5º, vuestras Comisiones, por unanimidad, acordaron agregar, a continuación de la palabra "productor", la expresión ",refinador".


En seguida, se estudió otra indicación del Honorable Senador señor Mc Intyre (Nº 8.-), para sustituir, en el inciso final, la palabra "producción" por "refinación".


Igualmente, por unanimidad, vuestras Comisiones acordaron agregar, a continuación de la palabra "producción," la expresión "refinación,".


Artículo 7º


Este artículo, que se refiere a la facultad presidencial de reglamentar la ley, en especial en lo relativo a establecer, para los exportadores, los mecanismos tendientes a la recuperación del impuesto o el reembolso del crédito fiscal, y a las sanciones para los infractores de ella, se formularon tres indicaciones:


a) Una, de la Honorable Senadora señora Feliú (Nº 9.-), para suprimirlo;


b) Una segunda, del Honorable Senador señor Mc Intyre (Nº 10.-) para reemplazar el plazo de un año de que dispondría el Presidente de la República para dictar los reglamentos, por el lapso de "ciento ochenta días", y 

c) Una tercera, del mismo señor Senador (Nº 11.-), para reemplazar, en el inciso primero, la palabra "productores" por el vocablo "refinadores".

Vuestras Comisiones sostuvieron un prolongado debate, en el que se discutió –entre otras materias- lo relativo a la recuperación, por los exportadores, del impuesto o el reembolso del crédito fiscal, establecidos en la ley.


Los Honorables Senadores señora Feliú y señor Piñera expresaron que, en un momento determinado, el precio del petróleo puede estar, gracias al Fondo, más bajo del que debería existir y, en tal caso, si el exportador compra el combustible directamente, resultaría beneficiado por el mecanismo de recuperación; no obstante, si tal importador contrata servicios de transportes a otra persona, ésta –que está pagando más caro- le transfiere el mayor costo en el precio, y el exportador no podría recuperar el impuesto. Ello, agregaron, llevaría a que –cuando el precio estuviere con subsidio- se incentivaría a todas las empresas de Chile a integrarse verticalmente, en lo que se refiere a petróleo; y en el caso de que el precio estuviera más alto –cuando va a tener que restituir la diferencia- se incentivaría a que las empresas se desintegraran verticalmente. Todo esto puede introducir una distorsión gigantesca.

El señor Subsecretario de Minería expresó que –como tales mecanismos- operan con gran rapidez, ninguna empresa estaría en la situación descrita, toda vez que ello las llevaría a modificar sus políticas prácticamente a diario.


El Honorable Senador señor Alessandri expuso su inquietud respecto de la industria del plástico, en la cual gran parte del costo, lo constituye el petróleo, pues se fabrica sobre la base de éste; con la mecánica propuesta –explicó- estaría este tipo de industrias en una constante incertidumbre.

El Honorable Senador señor Piñera expresó que –para ser justos- también habría que intervenir, en alguna forma, en las compras "indirectas" de petróleo. Es decir, aquéllas que se hacen adquiriendo un producto en cuyo costo ya está incluido el valor de ese combustible.

Finalmente, por unanimidad, se acordó rechazar las indicaciones y aprobar un nuevo texto del artículo 7º, cuyo tenor se transcribe en el capítulo siguiente de este informe. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señoras Frei y Feliú y señores Alessandri, Frei Ruiz-Tagle, Gazmuri, Piñera, Romero, Ruiz De Giorgio y Sule.

Artículo 8º


Respecto de este artículo –referente a cúales combustibles derivados del petróleo se aplicará la ley- se formuló una indicación de los Honorables Senadores señores Romero y Urenda (Nº 12.-) para agregar, entre "gasolinas automotrices" y "kerosene doméstico", el vocablo "nafta".

Explicó el señor Subsecretario de Minería que la palabra "nafta" es genérica y denomina a una familia de productos. Por ello, convendría –si se estima necesario- agregarla, pero definiéndola, dado que en este caso se refiere a la materia prima que se emplea para la fabricación de gas de cañería.


Luego de un breve debate, vuestras Comisiones, unánimemente, acordaron agregar, después de las palabras "gasolinas automotrices", la siguiente frase: "nafta para uso en la fabricación de gas de cañería,".
o o o


A continuación, se debatió una indicación de la Honorable Senadora señora Feliú (Nº 13.-), para agregar un artículo nuevo que estableciera que la ley regiría por el plazo de un año.


El señor Subsecretario de Minería expresó su desacuerdo con la indicación, pues su aprobación implicaría que el Fondo mismo tuviera esa limitada duración. Agregó que el propósito de la creación de dicho Fondo es que sirva para regular los precios durante largo tiempo.


La Honorable Senadora señora Feliú expuso que es contraria al sistema permanente de bandas de precios. Opinó Su Señoría que esto significa dejar, con permanencia en el tiempo, un sistema de precios artificial, que, en el caso en estudio, es tan especial y excepcional que bien valdría la pena estudiar su aplicación durante un tiempo. Si del análisis de sus resultados se observa que es un mecanismo útil, eficaz, no habrá, más adelante, ningún inconveniente en prorrogar la vigencia de la ley.

El señor Ruiz De Giorgio opinó justamente en sentido contrario, es decir, él sería de opinión de dejar la ley con vigencia permanente y luego –si se observan inconvenientes- se debería reformarla o, simplemente, derogarla. Igual cosa, si las condiciones internacionales demuestran que ya no es necesaria. Estimó Su Señoría que el proyecto no pretende crear un sistema de subsidios a largo plazo, sino tan sólo de dotar al Gobierno de un instrumento que le permita regular las violentas distorsiones que se producen en los precios, por motivos ajenos a nuestro país.


El Honorable Senador señor Gazmuri señaló que el plazo de un año para la vigencia de la ley, contraría la razón de ser del Fondo, pues es de su esencia que –mediante el mecanismo de las bandas durante un lapso prolongado- se produzca un efecto neutro. Estamos, agregó Su Señoría, frente a un producto que internacionalmente está sujeto a vaivenes muy bruscos, sin perjuicio de que se mantienen ciertas tendencias a largo plazo. Esa ha sido la experiencia de los últimos 15 años: ha habido carteles de productores y, además, conflictos bélicos como el que estamos viviendo hoy. A esto hay que agregar que las zonas de mayor producción mundial están en lugares geográficos de alta explosividad estratégica.

El petróleo –agregó el señor Senador- es un elemento que ha producido, en la economía mundial y en la chilena, desajustes muy serios, no referidos al libre juego de los mercados internacionales.

Ponerle un plazo breve al Fondo –terminó Su Señoría- sería un contrasentido, pues toda la iniciativa se basa en la observación del comportamiento del petróleo en un plazo prolongado. Nada augura que vaya a cambiar este comportamiento y, si el precio del producto llegara más adelante a estabilizarse, esa sería la oportunidad para poner fin al sistema que se propone implementar.

El Honorable Senador señor Piñera expresó que fijar un plazo le parece razonable, por tratarse de una experiencia nueva, distinta a las bandas de precio del azúcar y a los precios de Enami para los pequeños productores del cobre. Resulta, entonces, razonable que el Congreso pueda ver –dentro de un lapso más corto o más largo- cómo ha funcionado el Fondo, y, luego, actuar en consecuencia.


El Honorable Senador señor Alessandri afirmó que comparte los criterios de los Honorables Senadores señora Feliú y señor Piñera, en lo relativo a fijar un plazo. Estos mecanismos de excepción –en Chile- tienden a permanecer en el tiempo. Así, meramente a vía de ejemplo, el racionamiento de combustibles durante la Segunda Guerra Mundial continuó aplicándose largo tiempo después que ésta había terminado.

El señor Subsecretario de Minería reiteró su opinión contraria a poner un plazo de vigencia a la ley y agregó que –de hacerse así- habría, también, que determinar el destino de los recursos del Fondo, cuando la norma deje de regir. 

La Honorable Senadora señora Feliú expresó que no tenía duda alguna al respecto que dichos fondos debían volver al lugar donde salieron, es decir al fondo de estabilización de precios del cobre (decreto ley Nº 3.653, de 1.981). Concordó con el señor Subsecretario en que resultaría conveniente decirlo expresamente.


Puesta en votación la indicación, reemplazando en ella el plazo de un año por el de dos años, fue rechazada por cuatro votos en contra (Honorables Senadores señora Frei y señores Gazmuri, Páez y Ruiz De Giorgio) y tres votos por la afirmativa (Honorables Senadores señora Feliú y señores Alessandri y Romero).

No obstante lo anterior, la unanimidad de vuestras Comisiones acordó estudiar una nueva redacción para esta indicación, fijando otro plazo de vigencia de la ley y estableciendo los destinos de los recursos del Fondo, a su terminación.


Fruto de este acuerdo fue un artículo 9º, nuevo, que vuestras Comisiones aprobaron y cuyo texto se detalla en el capítulo siguiente de este informe. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Frei y Feliú y señores Alessandri, Diez, Frei Ruiz-Tagle, Gazmuri, Piñera y Sule. Votó en contra el Honorable Senador señor Romero.
o o o
Artículo 1º Transitorio

Este artículo –que faculta al Presidente de la República para transferir a la Empresa Nacional del Petróleo, con cargo a los recursos del Fondo, las cantidades necesarias para compensarla por los menores ingresos percibidos por ella desde el mes de Agosto de 1.990 hasta la vigencia de la ley- fue objeto de tres indicaciones:

a) Una, de la Honorable Senadora señora Feliú (Nº 14.-), para suprimirlo;


b) Una segunda, de los Honorables Senadores señores Romero y Urenda (Nº 15.-), para intercalar la palabra "netos" entre los vocablos "ingresos" y "percibidos", y


c) Una tercera, de Su Excelencia el Presidente de la República (Nº 16.-), para agregar en este artículo que las cantidades que se transfieran a Enap no podrán exceder de US$ 48.000.000,-.

La Honorable Senadora señora Feliú –en relación con el artículo en comento, que faculta a Su Excelencia el Presidente de la República para hacer traspaso a Enap de fondos, con motivo de las pérdidas que ésta haya podido sufrir en razón del precio de los combustibles fijado por el Supremo Gobierno- hizo presente lo siguiente:


De acuerdo con el sistema jurídico vigente a Agosto de 1.990, el petróleo no estaba sometido al sistema de fijación de precios; su precio era libre, cualquier persona podía importar dicho combustible y, de acuerdo con los Estatutos Orgánicos de la Empresa Nacional del Petróleo, corresponde a su Directorio, con una mayoría especial, aprobar el precio a éste. No obstante la claridad de estas disposiciones, el Supremo Gobierno –por medio de declaraciones oficiales- señaló que el Ejecutivo estimaba conveniente establecer un precio, que era inferior al precio real de mercado. La actuación del Gobierno, entonces, no se ajustó –a juicio de Su Señoría- al ordenamiento jurídico. En primer término, porque se trataba de un producto sin precio oficial fijado, por lo cual el Gobierno no tenía facultades para establecerlo y, en segundo lugar, porque las actuaciones de la Administración y del Gobierno debe expresarse en actos formales, esto es, decretos supremos firmados por el Presidente de la República y por el Ministro de la Cartera respectiva, y sometidos a tomar de razón por la Contraloría.

Ahora bien, -señaló la Honorable señora Senadora- este acto de Gobierno, no ajustado al ordenamiento jurídico constitucional, dio origen a una pérdida para la Enap, porque naturalmente vendió el petróleo a un precio distinto del real. Esta actuación es la que ahora se pretende sanear, convalidar, sobre la base de un traspaso de recursos del Fondo, en un monto que tampoco señala la ley. En este momento debería estar perfectamente claro y definido cuál es la pérdida que habría sufrido la Enap.

Desde otro punto de vista –agregó Su Señoría- se vuelve a plantear un problema que ya estudiamos a propósito del traspaso de fondos que se proyectaba hacer a Televisión Nacional; que el Fisco acuda en auxilio de las empresas del Estado, las cuales compiten con el sector privado. La verdad es que la Enap no tiene monopolio sobre el comercio del petróleo y, muy por el contrario, hay empresas privadas en el mercado que tienen facultades para importar y vender este combustible.

En consecuencia –consideró la Honorable señora Senadora-, este traspaso, que en este artículo se autoriza, trasgrede las disposiciones sobre empresas del Estado y actividad empresarial de éste, contempladas en los números 21 y 22 del artículo 19 de la Constitución Política. La primera de estas disposiciones establece que cuando el Estado desarrolla actividades empresariales debe someterse a las normas generales aplicables a los particulares, salvo que una ley de quórum calificado lo faculte para proceder de otra manera. La segunda, consagra el derecho a la no discriminación arbitraria que debiera dar el Estado en materias económicas. Naturalmente, es una discriminación arbitraria que a una empresa del Estado –que compite con los particulares- se le dé un aporte de fondos cuyo monto desconocemos, pretendiendo sanear así, retroactivamente su actuación.

Termina Su Señoría haciendo presente que las empresas del Estado traspasan, anualmente, al Fisco sus utilidades. Bastaría, en este caso, que la Enap disminuyera dichas utilidades que debe traspasar. Como dijo el Honorable Senador señor Cantuarias, según sus informaciones, aparentemente la Enap no está en una situación de crisis. Por todo lo anterior, Su Señoría está en desacuerdo con que el Estado traspase fondos a la Enap para salvar una situación producida por una decisión de Gobierno, dictada al margen de las normas constitucionales, y contraviniéndolas y, además, que este traspaso sea por monto indeterminado.

El señor Subsecretario de Minería explicó que, en lo relativo a la fijación de precios por la Enap, desde 1.973, se han ido determinando precios controlados o libres, proceso que culmina en un oficio del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Abril de 1.987, en el que se establece que a la Enap deberá seguírsele aplicando el sistema de autorización previa en los cambios de precios, atendida la incidencia que los precios de los combustibles tienen en la economía nacional. Por ello, aún en el sistema de economía libre que ha imperado en el país, por su trascendencia, se ha estimado que los precios del combustible deben tener algún sistema de excepción. Esta Administración no ha hecho sino recoger lo que ha sido el comportamiento histórico en esta materia.

En lo que dice relación con el aspecto constitucional –agregó el señor Subsecretario- se han hecho todo tipo de consultas cuyo resultado es claro: atendida una circunstancia extraordinaria, una empresa debió absorver parte del impacto de la diferencia de precios, cautelando los intereses del país. No hay, así, arbitrariedad. Esta opinión esta avalada por un informe elaborado por don Alejandro Silva Bascuñan, quien señala que de no haberse actuado como se hizo, se habría incurrido en inconstitucionalidad, pues se habría discriminado en contra de una empresa.


En lo que dice relación con el monto del traspaso  -concluyó- el Ejecutivo ha formulado indicación para limitarlo a un máximo de US$ 48.000.000.- Esta cifra representa exactamente el menor ingreso de la Empresa Nacional del Petróleo, por haber absorvido la diferencia de precios.


El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio expresó que –frente a emergencias- el Gobierno tiene la obligación de velar por el bien común. Desgraciadamente, la legislación no le entrega todas las herramientas necesarias para hacerlo. En el Gobierno anterior, sin Parlamento, se hacía lo mismo que hubo que hacer ahora, y no hubo protestas. En consecuencia, aquí sólo se trata de lograr que a la Enap -a la cual se le exige eficiencia en su manejo- se le devuelvan los recursos que tuvo que gastar para beneficio de todo el país. Si se hubiera tratado de una empresa privada, los mayores precios se habrían traspasado al público.


Démosle -terminó diciendo Su Señoría- una redacción distinta al artículo, de modo que se logre el propósito que persigue y se salven las objeciones que se han planteado.


El Honorable Senador señor Romero expresó su preocupación frente a informaciones que dicen que la decisión adoptada, en relación con el precio del combustible, habría sido tomada sin ajustarse a las formalidades legales. Habría sido hecha por el Ministro de Minería y no por el Directorio de la Enap. Sería grave que se le hubiera producido daño a una empresa, por haberse transgredido sus normas estatutarias. Las responsabilidades recaen sobre quienes han provocado la actual situación. No creo -agregó Su Señoría- que haya habido mala intención, pero me parece muy grave que, con el objeto de reparar un hecho arbitrario, no formal, debamos hacer traspasos de fondos por cifras tan altas.


El Honorable Senador señor Gazmuri estimó que la decisión adoptada lo fue conforme a derecho. La situación ha sido de emergencia y -obviamente- no provocada por la Enap. No ha sido, tampoco, una decisión discriminatoria. Al contrario, lo que se pretende es restituir a una empresa lo que debió gastar por una decisión de Gobierno. La crítica de que, en el artículo que se está debatiendo, no se indica la cantidad que se podría traspasar, se soluciona con la indicación del Ejecutivo.


La Honorable Senadora señora Feliú expresó que la decisión tomada es inconstitucional, también porque pretende convalidar una situación que no se ajusta al ordenamiento constitucional, ni legal.


Precisando algunos aspectos de lo debatido, Su Señoría destacó:


Primero, que la Empresa Nacional de Petróleo es una empresa del Estado, administrada por un Directorio que, al igual que todos, tiene derechos y responsabilidades.


Segundo, que esta empresa, así administrada, tiene como facultad especial la de fijar precios del petróleo. Luego la competencia es del Directorio. Nada obsta para que cada Director se aconseje en la mejor forma, pero la responsabilidad es del Directorio.


Tercero, que el Gobierno, el Presidente de la República y el correspondiente Ministro, no tenían la facultad en Agosto de 1.990 para fijar precios del petróleo. Hay una dictamen de la Contraloría que así lo determina, expresamente.


Cuarto, que las autoridades de Gobierno, el Presidente de la República, no actúan por órdenes verbales, sino que obran conforme a la Constitución Política por decretos, por actos formales, que debe refrendar el correspondiente Ministro. Si se hubiera obrado así, el decreto habría sido devuelto, pues no había facultad legal para dictarlo.


Terminó diciendo Su Señoría que coincide en que hubo urgencia, pero que aún en los actos más urgentes tienen que ajustarse al ordenamiento jurídico.


El señor Abogado Jefe de Enap explicó que si bien no hay un texto expreso, se ha obrado dentro del ordenamiento jurídico; tal cual como se ha hecho históricamente por el Ministerio de Economía, desde siempre, desde la derogación del precio previamente informado.


Por otra parte, agregó, no hay discriminación arbitraria, pues sólo se pretende restituir a la Enap lo que ésta debió gastar y porque, tratándose de una empresa única, mal podría discriminarse, pues no hay otras semejantes respecto de las cuales se pudiera obrar distinto.


El Honorable Senador señor Romero estimó que no se cumplieron formalidades muy importantes. Agregó que aprobar, ahora, un traspaso de US$ 48.000.000, para convalidar esto, le parece grave.


Sobre el particular, pidió que se despacharan dos oficios. Uno al Directorio de la Empresa Nacional del Petróleo, requiriéndole que informe sobre si tomó el acuerdo del alza del precio del petróleo. Otro, a la Contraloría General de la República, para que informe en qué forma se han adoptado, antes, estos acuerdos.


El Honorable Senador señor Piñera expresó que es menester separar los procedimientos del pasado, que pueden merecernos observaciones, de la situación actual, en la que hay que reconocer que se estuvo frente a una grave emergencia, sin instrumentos legales adecuados para enfrentarla.


Sugirió Su Señoría que se dé al artículo 1º transitorio una nueva redacción, proponiendo un texto tentativo.


El Honorable Senador señor Páez apoyó oficiar a la Contraloría General de la República en el mismo sentido en que lo había solicitado el Honorable Senador señor Romero.


A continuación de un prolongado debate, el Honorable Senador señor Romero propuso dejar este artículo para una ley posterior, puesto que, aparentemente, no es urgente el traspaso de los US$ 48.000.000, pues no se producirán pérdidas en el balance de la Enap de 1.990. Como la situación del petróleo es tan inestable, es factible que baje el precio y se está estimando una pérdida futura, que posiblemente no se produzca.


Finalmente, se acordó dar una nueva redacción al artículo 1º transitorio, cuyo tenor se transcribe en el capítulo siguiente.


Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Frei y señores Diez, Gazmuri, Frei Ruiz-Tagle, Piñera, Ruiz De Giorgio y Sule. Por la negativa los Honorables Senadores señora Feliú y señor Romero. Se abstuvo, a la espera de nuevos antecedentes, el Honorable Senador señor Alessandri.

---


En mérito de las consideraciones expuestas, vuestras Comisiones de Hacienda y de Minería, unidas, tienen el honor de recomendaros que aprobéis el proyecto de ley propuesto en el primer informe, con las siguientes modificaciones:

Artículo 2º

Intercalar, como incisos segundo y terceros, nuevos, los siguientes:


“Los precios de referencia intermedio deberán reflejar el precio esperado de mediano y largo plazo del mercado petrolero. En su determinación deberá considerarse la evolución de los precios en el período anterior y las perspectivas futuras del mercado petrolero. Los precios de referencia deberán ser revisados periódicamente de forma tal que éstos se adecuen oportunamente a los cambios habidos o esperados en el mercado petrolero. Se podrán definir precios de referencia intermedio discrepantes de los precios esperados de largo plazo, sólo en situaciones de grandes fluctuaciones de precios internacionales o cuando se requiera evitar una desacumulación o acumulación excesiva de recursos en el Fondo. Los precios de referencia superior o inferior, no podrán diferir en más de un quince por ciento del precio de referencia intermedio correspondiente.


De los criterios y antecedentes utilizados en la fijación de los precios de referencia intermedio, superior e inferior, deberá dejarse constancia en un informe escrito, copia del cual deberá ser enviado al Congreso Nacional.”.

---

NOTA: Como se dijo en el capítulo anterior de este informe, el Honorable Senador señor Piñera hizo presente a la Secretaría, luego de levantada la sesión de vuestras Comisiones, que se cometió un error al aprobar la última frase del primer inciso que se propone agregar. En efecto, sostiene Su Señoría que los precios de referencia superior o inferior no podrán diferir en “menos” de un quince por ciento del precio de referencia intermedio correspondiente.

---


Agregar, como inciso final, el siguiente:


“Tales precios o valores serán de mera referencia y no constituirán precios mínimos ni máximos de venta.”.

Artículo 3º


En su inciso primero, reemplazar la palabra “intermedio” por el vocablo “inferior”.


Sustituir su inciso segundo  por el siguiente:


“El monto de los aportes por cada producto y por cada período de vigencia de los precios de paridad y de referencia, será igual a la suma de los metros cúbicos vendidos en el país, provenientes de producción nacional y los efectivamente internados por los importadores, en el mismo período, con exclusión de las cantidades afectas a los mecanismos específicos que se establezcan conforme al artículo 7º de esta ley, multiplicada por el 60% de la diferencia entre el precio de referencia inferior y el de paridad.”.

Artículo 4º

Agregar, después de la palabra “productores”, lo siguiente: “o refinadores”.

Artículo 6º

En su inciso primero, sustituir sus letras a), b) y c) por la siguientes:


“a) Si el precio de paridad es menor que el de referencia  inferior, el producto estará gravado por un impuesto del 60% de la diferencia entre ambos precios, por metro cúbico, vendido o importado, según corresponda, y


b) Si el precio de paridad excede al de referencia superior, operará un crédito fiscal igual a la diferencia entre ambos precios, por metro cúbico vendido o importado, según corresponda.”.


En el inciso segundo, agregar, después de la palabra “productor”, precedido de una coma (,), el vocablo “refinador”.


En el inciso final, agregar, después del término “producción,”, lo siguiente: “refinación,”.

Artículo 7º

Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 7º.- A contar de la vigencia de esta ley, quienes exporten combustibles derivados del petróleo, que hubieren pagado el impuesto o percibido el crédito fiscal que establece el artículo anterior, por los productos que exporten tendrán derecho al reintegro del impuesto o deberán reembolsar el crédito fiscal, según corresponda, considerando los valores vigentes a la fecha de la exportación.


Igual tratamiento recibirán las compras que realice la Marina Mercante en el territorio nacional.


Aquellas personas que obtengan indebida y dolosamente créditos fiscales o reintegro de los impuestos establecidos en esta ley serán sancionados en la forma prevista en el artículo 97 Nº 4 del Código Tributario, siendo aplicable para la tramitación, determinación y aplicación de dicha sanción el procedimiento establecido en los artículos 162 y 163.


En caso de la no restitución oportuna de créditos fiscales obtenidos en exceso, sin fraude, se devolverá con los intereses y multas que se aplican al pago no oportuno de impuestos de retención y recargo.”.

Artículo 8º

Agregar, a continuación de las palabras “gasolinas automotrices,”, lo siguiente: "nafta para uso en la fabricación de gas de cañería,".

º º º

Incorporar el siguiente artículo 9º, nuevo:


“Artículo 9º.- Las normas establecidas en esta ley regirán por el plazo de 30 meses.


Los destinos del Fondo, al término de la vigencia de la ley se determinarán en la Ley de Presupuestos del año respectivo, previo reintegro de los recursos establecidos en el inciso primero del artículo 5º.”.

º º º

Artículo 1º , transitorio.

Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 1º transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para transferir a la Empresa Nacional del Petróleo, por decreto del Ministerio de Hacienda, el que deberá ser suscrito también por el Ministro de Minería, con cargo a los recursos del Fondo, una suma no superior al equivalente a cuarenta y ocho millones de dólares para compensarla por los menores ingresos percibidos por ésta desde el mes de Agosto de 1.990 y hasta la entrada en vigencia de esta ley.


Para los efectos de este artículo, se entenderán por menores ingresos la diferencia en pesos nominales que se produjo entre las sumas que habría percibido la Empresa Nacional del Petróleo de haber comercializado sus productos en un precio de acuerdo con la paridad internacional según sus sistemas habituales y aquellos precios en que efectivamente se comercializaron según la política inducida por el Gobierno.


Para la dictación del decreto de determinación de los recursos a transferir a la Empresa Nacional del Petróleo se requerirá un informe previo de la Contraloría General de la República sobre los cálculos efectuados de acuerdo a la definición anterior de menores ingresos.”.

__________

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley aprobado por vuestras Comisiones queda como sigue.


“PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.-  Créase el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, en adelante el Fondo, con el objeto de atenuar las variaciones de los precios de venta internos de los combustibles derivados del petróleo, motivadas por fluctuaciones de sus cotizaciones internacionales.


El Fondo operará con los recursos fiscales que se consultan en los artículos 3º y 5º de esta ley y se mantendrá en una cuenta especial del Servicio de Tesorerías.


Artículo 2º.-  Los aportes y retiros del Fondo se determinarán considerando las variaciones de los precios de paridad, que el país paga o recibe cuando transa con el exterior, respecto a precios de referencia superior, inferior e intermedio. Estos precios de referencia serán determinados por el Ministerio de Minería, mediante decreto supremo, para los combustibles derivados del petróleo que se enumeran en el artículo 8º de esta ley. El decreto supremo se dictará previo informe de la Comisión Nacional de Energía y será suscrito, también, por el Ministro de Hacienda.


Los precios de referencia intermedio deberán reflejar el precio esperado de mediano y largo plazo del mercado petrolero. En su determinación deberá considerarse la evolución de los precios en el período anterior y las perspectivas futuras del mercado petrolero. Los precios de referencia deberán ser revisados periódicamente de forma tal que éstos se adecuen oportunamente a los cambios habidos o esperados en el mercado petrolero. Se podrán definir precios de referencia intermedio discrepantes de los precios esperados de largo plazo, sólo en situaciones de grandes fluctuaciones de precios internacionales o cuando se requiera evitar una desacumulación o acumulación excesiva de recursos en el Fondo. Los precios de referencia superior o inferior, no podrán diferir en más de un quince por ciento del precio de referencia intermedio correspondiente.


De los criterios y antecedentes utilizados en la fijación de los precios de referencia intermedio, superior e inferior, deberá dejarse constancia en un informe escrito, copia del cual deberá ser enviado al Congreso Nacional.


Para los efectos de la operación del Fondo se entenderá por precio de paridad la cotización promedio semanal observada en los mercados internacionales relevantes de los combustibles a que se refiere esta ley, incluidos los costos de transporte, seguros y otros, cuando corresponda.


El precio de paridad de cada producto será fijado por el Ministerio de Minería, previo informe de la Comisión Nacional de Energía. Este será calculado, por primera vez, dentro de la semana de publicación de esta ley, considerando los precios promedio observados la semana anterior y regirá a partir del primer día de la semana siguiente. En lo sucesivo el precio de paridad se modificará cada vez que los promedios observados en una semana difieran de éste en más de dos por ciento. El nuevo precio de paridad entrará en vigencia el primer día de la semana siguiente a su fijación.


Tales precios o valores serán de mera referencia y no constituirán precios mínimos ni máximos de venta.


Artículo 3º.- El Fondo recibirá aportes del Fisco cuando el precio de paridad de un producto sea menor que el precio de referencia inferior.


El monto de los aportes por cada producto y por cada período de vigencia de los precios de paridad y de referencia, será igual a la suma de los metros cúbicos vendidos en el país, provenientes de producción nacional y los efectivamente internados por los importadores, en el mismo período, con exclusión de las cantidades afectas a los mecanismos específicos que se establezcan conforme al artículo 7º de esta ley, multiplicada por el 60% de la diferencia entre el precio de referencia inferior y el de paridad.


Artículo 4º.- El Fisco retirará recursos del Fondo cuando el precio de paridad de un producto sea mayor que su precio de referencia superior. Los retiros serán equivalentes a la diferencia entre ambos precios, multiplicada la suma, en metros cúbicos, de las ventas en el país realizadas por los productores o refinadores nacionales más la internación efectiva realizada por los importadores, durante el período de vigencia de dichos precios, con las mismas exclusiones señaladas en el inciso segundo del artículo precedente.


Artículo 5º.- El Fondo se constituirá con doscientos millones de dólares de los Estados Unidos de América, que el Ministro de Hacienda transferirá de los recursos adicionales contemplados en el decreto ley Nº 3.653, de 1981.


Los precios de referencia deberán ser aumentados o disminuidos, según corresponda, a fin de evitar que el Fondo se agote o exceda de 400 millones de dólares de los Estados Unidos de América. 


Artículo 6º.- Establécese a beneficio o de cargo fiscal, según corresponda, los siguientes impuestos y créditos fiscales específicos de tasa variable, a los combustibles a que se refiere esta ley:


a) Si el precio de paridad es menor que el de referencia inferior, el producto estará gravado por un impuesto del 60% de la diferencia entre ambos precios, por metro cúbico, vendido o importado, según corresponda, y


b) Si el precio de paridad excede al de referencia superior, operará un crédito fiscal igual a la diferencia entre ambos precios, por metro cúbico vendido o importado, según corresponda.


Los referidos impuestos o créditos fiscales específicos, según sea el caso, se devengarán al tiempo de la primera venta o importación de los productos señalados y gravarán o beneficiarán al productor, refinador o importador de ellos.


El monto del impuesto o crédito fiscal específico se expresará en dólares de los Estados Unidos de América y deberá ser pagado o aportado en su equivalente en moneda nacional según el tipo de cambio observado en la fecha y forma que se establezca en el reglamento.


Estos montos se calcularán por primera vez dentro de la semana en que se publique esta ley considerando los precios de referencia y los de paridad vigentes. Estos montos regirán a partir del primer día de la semana siguiente y se modificarán cada vez que entren en vigencia nuevos precios de paridad o de referencia.


Los impuestos que se establecen por la presente ley no constituirán base imponible del impuesto al valor agregado en ninguna etapa de la importación, producción, refinación, distribución ni en la venta al consumidor. Los créditos fiscales serán deducibles de la base imponible en la primera venta o en la importación.


Artículo7º.- A contar de la vigencia de esta ley, quienes exporten combustibles derivados del petróleo, que hubieren pagado el impuesto o percibido el crédito fiscal que establece el artículo anterior, por los productos que exporten tendrán derecho al reintegro del impuesto o deberán reembolsar el crédito fiscal, según corresponda, considerando los valores vigentes a la fecha de la exportación.


Igual tratamiento recibirán las compras que realice la Marina Mercante en el territorio nacional. 


Aquellas personas que obtengan indebida y dolosamente créditos fiscales o reintegro de los impuestos establecidos en esta ley serán sancionados en la forma prevista en el artículo 97 Nº 4 del Código Tributario, siendo aplicable para la tramitación, determinación y aplicación de dicha sanción el procedimiento establecido en los artículos 162 y 163.


En caso de la no restitución oportuna de créditos fiscales obtenidos en exceso, sin fraude, se devolverá con los intereses y multas que se aplican al pago no oportuno de impuestos de retención y recargo.


Artículo 8º.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán sólo a los siguientes combustibles derivados del petróleo: gasolinas automotrices, nafta para uso en la fabricación de gas de cañería, kerosene doméstico, petróleos diesel, petróleos combustibles y gas licuado.


Artículo 9º.- Las normas establecidas en esta ley regirán por el plazo de 30 meses.


Los destinos del Fondo, al término de la vigencia de la ley se determinarán en la Ley de Presupuestos del año respectivo, previo reintegro de los recursos establecidos en el inciso primero del artículo 5º.

ARTICULOS TRANSITORIOS


Artículo 1º transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para transferir a la Empresa Nacional del Petróleo, por decreto del Ministerio de Hacienda, el que deberá ser suscrito también por el Ministro de Minería, con cargo a los recursos del Fondo, una suma no superior al equivalente a cuarenta y ocho millones de dólares para compensarla por los menores ingresos percibidos por ésta desde el mes de Agosto de 1.990 y hasta la entrada en vigencia de esta ley.


Para los efectos de este artículo, se entenderán por menores ingresos la diferencia en pesos nominales que se produjo entre las sumas que habría percibido la Empresa Nacional del Petróleo de haber comercializado sus productos en un precio de acuerdo con la paridad internacional según sus sistemas habituales y aquellos precios en que efectivamente se comercializaron según la política inducida por el Gobierno.


Para la dictación del decreto de determinación de los recursos a transferir a la Empresa Nacional del Petróleo se requerirá un informe previo de la Contraloría General de la República sobre los cálculos efectuados de acuerdo a la definición anterior de menores ingresos.


Artículo 2º transitorio.- Facúltase al Ministro de Hacienda para integrar en la cuenta especial del decreto ley Nº 3.653, de 1981, los recursos disponibles del Fondo que excedan de doscientos millones de dólares de los Estados Unidos de América, en cada oportunidad que ello ocurra, y hasta completar el monto transferido en virtud de lo dispuesto en el primer inciso del artículo 5º de esta ley.”.

---------


Acordado en sesión de fecha 28 de Noviembre de 1.990, con asistencia de los Honorables Senadores señoras Frei (Presidente) y Feliú, y señores Alessandri, Calderón, Frei Ruiz-Tagle (Páez), Gazmuri, Piñera (Diez), Romero, Ruiz De Giorgio y Sule.


Sala de la Comisión a 2 de Diciembre de 1.990.


CARLOS HOFFMANN CONTRERAS


                      Secretario
